
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 24 DE SEPTIEMBRE DE 2021. CONTRATOS MENORES: CONCEPTO Y RÉGIMEN JURÍDICO. CONCEPTO DE UNIDAD FUNCIONAL Y FRACCIONAMIENTO DE LOS CONTRATOS. PROCEDIMIENTO DE ACTUACIÓN DEL INTERVENTOR

Modalidad: Consulta.  
Área temática: Contratación. Función Interventora  
Informe: vigente
Se plantea ante esta Intervención General consulta, procedente de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo –Dirección General de la Función Pública-, relativa a diversas cuestiones en relación con los contratos menores.
Dicha consulta ha sido remitida directamente a este Centro Directivo por la Dirección General de la Función Pública.
Dicha consulta trae causa de los siguientes
ANTECEDENTES
No existen. La consulta plantea una cuestión que el órgano entiende que puede producirse y la somete a estudio y consulta de este Centro Fiscal.

La consulta se plantea como consecuencia de la modificación operada en el artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. La modificación ha eliminado la necesidad de comprobar que el contratista no haya suscrito anteriores contratos menores que individual o conjuntamente superen los umbrales económicos del contrato menor. Por esto, el órgano consultante cuestiona si es posible realizar un segundo contrato menor con una empresa con la que ya se haya celebrado otro anterior, cuando la suma de ambos contratos supere el importe del contrato menor o, por el contrario, existe alguna disposición normativa, algún criterio interpretativo, alguna regla general de gestión o alguna recomendación en el ámbito de la Administración de la Comunidad de Madrid que lo impida o desaconseje.
Para resolver la consulta planteada, procede realizar las siguientes
CONSIDERACIONES

PRIMERA
Esta consideración tiene por objeto efectuar determinadas precisiones formales en relación con la consulta planteada a este Centro Directivo, pero que pese a este carácter tienen incidencia directa en la resolución de la misma.

La Instrucción de 28 de marzo de 2006 de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General, en su instrucción segunda, establece que:

 “La misma facultad referida anteriormente les corresponde a los órganos gestores, así como la de elevar ante esta Intervención General, a través de la correspondiente Intervención Delegada, las discrepancias que se susciten en el ejercicio de la función interventora, siguiendo el procedimiento establecido en el Decreto 45/1997 de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
La elevación de discrepancias ante la Intervención General, se realizará por el responsable del Centro Directivo como órgano gestor, o por la autoridad responsable de la adopción del acuerdo, objeto de discrepancia. La remisión de las consultas y discrepancias podrá canalizarse a través de la Secretaría General Técnica, en cuanto órgano de coordinación de las distintas unidades administrativas de la Consejería y responsable de las relaciones institucionales de la misma con otras entidades y organismos, o a través del órgano equivalente en el seno de Organismos de la Administración Institucional.”

Por otra parte, la citada Instrucción en la instrucción tercera, dice que:

"Con la finalidad de que la información recibida por este Centro Directivo tenga un mismo grado de homogeneidad para su estudio y análisis, los escritos de consulta y discrepancia deberán concretar la cuestión planteada, los fundamentos legales que se consideren aplicables y la opinión o parecer sobre la cuestión formulada.

Igualmente se acompañarán a la consulta o discrepancia, los antecedentes, expedientes, documentos, informes, etc., que se consideren necesarios para el estudio del asunto, porque fundamenten, sean objeto o formen parte de la consulta o discrepancia, así como cualquier otro aspecto que pueda resultar de interés en la decisión que se adopte, debiéndose especificar a estos efectos, el estado de tramitación del expediente en el marco del procedimiento administrativo.

En todo caso, los expedientes relativos a los escritos de consulta y discrepancia se remitirán a este Centro Directivo completos, acompañados de la documentación oportuna en original o fotocopia compulsada."
Por otra parte, de conformidad con el artículo 5 del Decreto 42/2021, de 19 de junio, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid, por el que se establece el número y denominación de las Consejerías de la Comunidad de Madrid, corresponden a la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo las competencias que ostentaba la Consejería de Hacienda y Función Pública. Así, de conformidad con el artículo 21.1.d) del Decreto 272/2019, de 22 de octubre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Hacienda y Función Pública, corresponde a la Intervención General “La resolución de consultas y discrepancias que se susciten como consecuencia de la función interventora, y que se planteen por los órganos gestores e Interventores Delegados”; precepto que debe ponerse en relación con el artículo 16.2 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, que otorga un plazo de quince días para resolver las discrepancias planteadas frente a reparos formulados por las Intervenciones Delegadas. Este mismo plazo es del que dispone la Intervención General, desde que ha sido correctamente planteada, para resolver las consultas formuladas.
En el presente caso, la consulta planteada no se acompaña de antecedente alguno (seria oportuno que se hubiera remitido un expediente de un contrato menor en el que se contemplase una situación similar). Por lo expuesto en esta consideración la conclusión parece clara y procedería la devolución de la consulta. No obstante, esta Intervención General es sensible a la urgencia manifestada por la Dirección General de la Función Pública que pretende anticiparse a una situación problemática y, asimismo, se entiende que, al haberse facilitado virtualmente por el órgano consultante la información necesaria, se encuentra en condiciones de abordar la resolución teórica de la consulta planteada. 

SEGUNDA

Esta consideración tiene por objeto realizar una breve exposición del concepto y régimen jurídico de los contratos menores.

Un contrato menor es un contrato con el mismo objeto de los demás contratos típicos regulados en la normativa sobre contratos públicos. La única diferencia estriba en que el legislador ha decidido simplificar las exigencias procedimentales por debajo de cierto umbral económico
. Actualmente, de conformidad con el artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 –en adelante LCSP- tienen la consideración de menor los contratos de obras de valor estimado inferior a 40.000 euros, o a 15.000 euros, cuando se trate de otros contratos. Así, el legislador ha decidido que por debajo de estos importes, deben dispensarse casi todas las exigencias que con carácter general se predican del expediente de contratación, primando en estos casos la mayor agilidad en la contratación. Por tanto, la Ley sólo exige un mínimo expediente que debe contener los siguientes elementos:

· Informe del órgano de contratación motivando la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de los umbrales económicos por encima de los cuales no cabe acudir a la figura del contrato menor.
· La aprobación del gasto.

· Incorporación de factura.

· En el contrato menor de obras, además: presupuesto de las mismas, proyecto cuando lo exijan normas específicas, e informe de supervisión cuando el trabajo afecte a la estabilidad, seguridad estanqueidad de la obra.
Puesto que el contrato menor supone exceptuar a una serie de adjudicaciones de casi todas las exigencias del expediente de contratación y en particular de todas las relativas al procedimiento de adjudicación, la Ley establece unos límites para que su utilización no acabe siendo abusiva y permita la burla de los más elementales principios de la contratación pública:
· La duración del contrato menor no puede ser superior a un año.

· No pueden ser objeto de prórroga.

· No se admite la revisión de precios.
A mayor abundamiento, el legislador en su intento de evitar el recurso abusivo a la contratación menor estableció, en la redacción originaria del artículo 118 de la LCSP, otro límite. Dicho precepto decía:
“1. Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se trate de contratos de obras, o a 15.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 229 en relación con las obras, servicios y suministros centralizados en el ámbito estatal.

En los contratos menores la tramitación del expediente exigirá el informe del órgano de contratación motivando la necesidad del contrato. Asimismo se requerirá la aprobación del gasto y la incorporación al mismo de la factura correspondiente, que deberá reunir los requisitos que las normas de desarrollo de esta Ley establezcan.

2. En el contrato menor de obras, deberá añadirse, además, el presupuesto de las obras, sin perjuicio de que deba existir el correspondiente proyecto cuando normas específicas así lo requieran. Deberá igualmente solicitarse el informe de las oficinas o unidades de supervisión a que se refiere el artículo 235 cuando el trabajo afecte a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.

3. En el expediente se justificará que no se está alterando el objeto del contrato para evitar la aplicación de las reglas generales de contratación, y que el contratista no ha suscrito más contratos menores que individual o conjuntamente superen la cifra que consta en el apartado primero de este artículo. El órgano de contratación comprobará el cumplimiento de dicha regla. Quedan excluidos los supuestos encuadrados en el artículo 168.a).2.º.
4. Los contratos menores se publicarán en la forma prevista en el artículo 63.4.”
El Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, ha dado una nueva redacción a este precepto introduciendo dos novedades:

· Se elimina el texto resaltado en negrilla.

· Se incorpora un nuevo apartado 5º al artículo 118 de la LCSP según el cual la necesidad de informe del órgano de contratación motivando la necesidad del contrato y la aprobación del gasto y la incorporación al expediente de la factura correspondiente “…no será de aplicación en aquellos contratos cuyo pago se verifique a través del sistema de anticipos de caja fija u otro similar para realizar pagos menores, siempre y cuando el valor estimado del contrato no exceda de 5.000 euros.”
En lo que interesa respecto a la consulta no se trata de que haya desaparecido una prohibición (párrafo primero del escrito de consulta), sino de que se ha eliminado la obligación que, hasta el 6 de febrero de 2020 –fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 3/2020-, pesaba sobre el órgano de contratación en virtud de la cual éste debía comprobar que el contratista no hubiese suscrito más contratos menores que individual o conjuntamente superasen los umbrales económicos del contrato menor. Por lo tanto, con la redacción vigente únicamente subsiste la prohibición, para poder acudir al contrato menor, de superar los umbrales económicos reflejados en el artículo 118 de la LCSP.

En conclusión, corresponde determinar, y entorno a ello pivota la consulta planteada, el alcance de la prohibición contenida en el artículo 118 de la LCSP en la vigente redacción. Para ello, resulta capital lo que se señalará en la siguiente consideración.

TERCERA
En esta tercera consideración hemos de abordar un concepto fundamental en la contratación pública y que debe ser tenido en cuenta para el correcto desarrollo de la actividad contractual: la unidad funcional. 
El concepto de unidad funcional viene siendo explicado desde hace décadas por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa Pública del Estado –JCCAE-. En uno de sus más recientes informes
 señala que “… ya hemos expuesto nuestra constante doctrina sobre el concepto de unidad funcional a estos efectos señalando que la misma concurre cuando media la existencia de un vínculo operativo entre los objetos de los contratos sucesivos, de tal modo que resulten imprescindibles para el logro que se pretende conseguir mediante la celebración del contrato. En este caso, en que los objetos son idénticos y lo único que existe es una división temporal del contrato, no puede caber duda de la existencia de unidad funcional.” Señalándose en las conclusiones que “La unidad funcional concurre cuando media la existencia de un vínculo operativo entre los objetos de los contratos sucesivos, de tal modo que resulten imprescindibles para el logro que se pretende conseguir mediante la celebración del contrato. En el caso descrito en la consulta, en que los objetos son idénticos y lo único que existe es una división temporal del contrato, no puede caber duda de la existencia de unidad funcional.”
Este concepto ha sido analizado, como se ha expuesto, desde antiguo por la JCCAE, procediendo citar, en este informe, pronunciamientos de dicho órgano producidos a partir de 2017 ya que la consulta se refiere a la redacción de un precepto de la vigente LCSP de 2017. En el informe 72/18 (fecha de aprobación 15 de julio de 2019), la JCCAE señala que “La ley admite, por tanto, que el objeto de un contrato pueda fraccionarse y dividirse en lotes las diferentes partes en que consiste la prestación siempre que sean susceptibles de utilización o aprovechamiento por separado y constituyan por sí solas una unidad funcional. Quiere decir esto que si se admite la posibilidad de que partes de una prestación puedan ser tratadas separadamente cuando cumplan los dos requisitos mencionados, con mucha más razón deberá admitirse que sean objeto de contratación por separado dos prestaciones que ni siquiera forman por sí mismas una unidad.” En el siguiente informe (73/2018) la JCCAE dice que “…nos hemos limitado a fijar la doctrina general consolidada desde hace décadas a los efectos de que sea el propio órgano de contratación el que verifique si entre los contratos separados concurre el requisito de unidad funcional o vínculo operativo que exigen el tratamiento conjunto de las prestaciones propias de un contrato…”. Y, finalmente, debe citarse el informe 39/18, de 2 de julio, en el que la JCCAE indica que “La finalidad común o la semejanza en sus prestaciones que derivan de su inclusión en un mismo plan no bastan para que exista una unidad operativa o funcional entre las campañas. Esta existirá, como señala el informe de esta Junta 31/2012, de 7 de mayo “si son elementos inseparables para el logro de una misma finalidad o si son imprescindibles para el correcto funcionamiento de aquello que se pretende conseguir mediante la celebración del contrato. En el caso de que constituyan una unidad operativa o sustancial y se divida el contrato, estaremos ante un fraccionamiento”.
La siguiente idea que se puede extraer de la doctrina de la JCCAE sobre el concepto de unidad funcional es que no se puede establecer una pauta general aplicable a todos los supuestos, sino que debe analizarse cada expediente individualmente. De esta forma en el ut supra citado informe 72/2018 la JCCAE dice que “De ahí que nuevamente no nos sea posible dar una respuesta concreta y única a la consulta realizada en este punto, debiendo ser el órgano de contratación el que en cada caso valore las circunstancias de la prestación que quiera contratar.” En el informe 7/19, de 21 octubre, se señala que “Será la casuística la que, atendiendo a las circunstancias de cada prestación demandará un tratamiento unitario y único en un lote o permitirá su separación, sin que ello necesariamente implique la desaparición de la vinculación directa o de la unidad funcional…”
En síntesis, se puede afirmar que:

· La unidad funcional concurre cuando media la existencia de un vínculo operativo entre los objetos de los contratos sucesivos, de tal modo que resulten imprescindibles para el logro que se pretende conseguir mediante la celebración del contrato.

· Corresponde, sin perjuicio de las competencias que corresponden a la intervención en el momento de revisar el expediente (en el supuesto de contratos menores se encuentran exentas de fiscalización las fases A y D de gasto), al órgano de contratación apreciar si existe o no dicha unidad funcional.

· Para ello, no se puede dar un criterio universal que sirva de solución en todos los expedientes, sino que debe resolverse caso por caso, De aquí que, como más adelante se desarrollará, el papel de la Intervención Delegada que revisa el expediente (fase OK en contratos menores) sea fundamental.
Es decir, continúa con plena validez toda la doctrina de la JCCAE sobre la unidad funcional, no así la relativa a la redacción originaria del artículo 118 de la LCSP, puesto que como señala en el informe al expediente 24/18 (fecha de firma 16 de marzo de 2020) “Las condiciones del artículo 118.3 LCSP han cambiado por expresa imposición del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales. La nueva redacción legal, de modo acorde a lo que ya señaló está Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado en precedentes informes, ya no recoge el límite a la realización de contratos menores con el mismo contratista que superen el umbral legal.”
Por tanto, en el momento de emitirse este informe, a la hora de elaborar un expediente de contrato menor el órgano de contratación debe emitir un informe “justificando de manera motivada la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de los umbrales” del contrato menor, ya que, como se ha expuesto, sólo cabe realizar distintos contratos menores con un mismo contratista cuando estemos en presencia de distintas unidades funcionales, puesto que, en caso contrario, estaríamos ante un fraccionamiento.
Sobre la prohibición de fraccionamiento establecida en la propia normativa sobre contratación pública, existen multitud de informes
. Resulta oportuno citar el informe de 23 de marzo de 2010 de esta Intervención General relativo a la actuación fiscal a seguir en caso de fraccionamiento irregular del objeto del contrato, en el que decíamos “…, en el ámbito de la contratación pública la delimitación del objeto del contrato no es libre, debiéndose observar, en todo momento, la regla general del objeto completo no fraccionado.”. Esta regla general se encuentra en la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 31 de marzo de 2004 sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos de obras públicas, de suministros y de servicios, cuyo artículo 9.3 dice: “No podrá fraccionarse ningún proyecto de obra ni ningún proyecto de compra tendente a obtener una determinada cantidad de suministros y/o de servicios con vistas a sustraerlo a la aplicación de la presente Directiva”; regla que, asimismo, encontramos en la LCSP.
En definitiva, en cualquier área de actividad de la Administración Pública no puede fraccionarse el objeto de un contrato para poder acometer un contrato menor y para realizar más de un contrato con un mismo tercero debemos encontrarnos ante unidades funcionales diferentes. Por lo tanto, en el caso particular de los cursos de formación, desde un punto de vista de teoría general sobre contratación pública, si se justifica en el expediente que dos cursos, pese a que se celebren con la misma entidad, constituyen unidades funcionales distintas, no cabe entender que ha existido fraccionamiento, aunque cada curso constituya el objeto de un contrato. Finalmente, en la última consideración procede analizar el caso concreto de la contratación menor en los expedientas referidos a cursos de formación con especial referencia a la actuación fiscal.

CUARTA

Esta consideración debe comenzar con una exposición general de la actividad de control ejercida por la intervención.
Sobre esto no va a realizar una exposición exhaustiva, pero sí resulta oportuno transcribir el artículo 2.1 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid que dice “El control interno de la gestión económico-financiera del sector público autonómico se realizará por la Intervención General de la Comunidad de Madrid y las Intervenciones Delegadas, de ésta dependientes, mediante el ejercicio de la función interventora, el control financiero y el control contable.”; precepto que, necesariamente, debe ponerse en relación con el artículo 8 de dicho Decreto que sobre distribución de competencias dice “…b) Los interventores delegados, en el ámbito de sus respectivas competencias y con las excepciones enumeradas en el apartado anterior, conocerán de los actos relativos a gastos, derechos, pagos e ingresos dictados por las autoridades de las Consejerías, centros, dependencias, Organismos autónomos y del resto del sector público en materia de subvenciones.”. La cita de estos preceptos se realiza para subrayar que la Intervención actúa bajo el principio de desconcentración, a través de las intervenciones delegadas que tienen competencias propias que ejercen con autonomía. La Intervención General más allá de los criterios generales que pueda establecer no ejerce función alguna de tutela y es plenamente respetuosa con la autonomía de las intervenciones delegadas en el ejercicio de sus competencias.
Lo anterior unido a lo expresado en la anterior consideración determina que será a la Intervención Delegada a la que corresponda determinar si existe, en el caso concreto que analiza, fraccionamiento. En este momento es pertinente acudir, nuevamente, al informe de 23 de marzo de 2010, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, en el que se concluye “Cuando la tramitación de un contrato como menor se deba a un fraccionamiento del objeto del contrato que contravenga las reglas sentadas por la LCSP, la forma en la que la Intervención debe fiscalizar el expediente depende del momento en que aquél se ponga de manifiesto:

-
Si el fraccionamiento se infiere de la documentación objeto de fiscalización, debe entenderse que se ha producido una omisión de la fiscalización previa, debiendo seguirse la vía de la convalidación establecida en el artículo 29 del Decreto 45/1997.

-
Si se pone de manifiesto como consecuencia de un análisis de diversos expedientes ya fiscalizados de conformidad, en los cuales pudiere haber prestaciones contratadas de forma fraccionada, debiendo haberse integrado, para una mejor gestión de los intereses públicos, en un solo objeto contractual, la Intervención deberá elevar el informe a que se refiere Instrucción 5ª de la Circular 1/1998.”

Se está haciendo referencia al párrafo de la Instrucción 5ª de la Circular 1/1998 que dice “La no exigencia desde el punto de vista de la normativa contractual de ningún requisito adicional y la exención de fiscalización previa de los contratos menores no obsta a que si el Interventor Delegado observase que ha existido un fraccionamiento del objeto de los contratos, sin que se cumplan los supuestos del artículo 69.3 de la ley 13/1995 disminuyendo la cuantía de los mismos y eludiendo los requisitos de publicidad, el procedimiento o la forma de adjudicación y con ello la sujeción preceptiva a fiscalización previa del expediente, si bien contabilizará el expediente siempre que se ajuste a la normativa presupuestaria en los términos precitados, elevará un informe con las observaciones y estimaciones que en cuanto a fraccionamiento de contrato haya verificado al Órgano de Contratación , así como a la Intervención General.”
Por tanto, si pese a la debida planificación, el órgano de contratación debe acudir a un contrato menor, la Intervención Delegada comprobará que no ha existido fraccionamiento. Además, en el caso particular de los cursos de formación existe una norma sectorial que ha de ser atendida. En efecto, el apartado decimonoveno.2 de la Orden de 28 de octubre de 2020, de la Consejería de Hacienda y Función Pública, por la que se establecen las tarifas retributivas y los criterios adicionales de gestión de las acciones formativas para el personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid, establece que “En el supuesto de concurrencia de varios solicitantes de matriculación en un mismo curso o en diversos de una misma entidad y esta no fuera posible, bien por superar los créditos disponibles, bien por no ajustarse a los criterios aplicables a la contratación menor, bien por cualquier otra circunstancia similar, se autorizará la matriculación aplicando por orden de preferencia los siguientes criterios:…”
Esta norma especial, está recogiendo los criterios internos de preferencia de selección de los alumnos que concurran a uno o varios cursos de una misma entidad, cuando se den dos circunstancias, la superación de los créditos disponibles o por no ajustarse a los criterios aplicables a la contratación menor.
Respecto a esta norma corresponde realizar una labor de exégesis de acuerdo con los criterios interpretativos del artículo 3.1 del Código Civil. En primer lugar, como se ha expuesto a lo largo de este informe, en la redacción vigente del artículo 118 de la LCSP, se ha eliminado la obligación según la cual el órgano de contratación debía acreditar en el expediente que el contratista no hubiese suscrito más contratos menores que individual o conjuntamente superasen el umbral legal máximo establecido para este tipo de contratos, de forma que hay que cumplir los requisitos del artículo 118.2 de la LCSP (emisión de informe justificando de manera motivada la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de los umbrales del contrato menor); en segundo lugar, debe acudirse al concepto y régimen de unidad funcional, que se ha presentado extensamente en este informe, que nos dice que no cabe calificar fraccionamiento la situación en la que se celebran dos contratos con una misma entidad cuando se justifica que dichos contratos tienen por objeto unidades funcionales  distintas.
Por ello, este Centro Fiscal considera admisible que se celebre un contrato menor con una entidad con el que ya se haya celebrado otro anteriormente, siempre que se cumplan todos los requisitos fijados por la LCSP para este tipo de contratos, si se justifica que estos contratos tienen por objeto unidades funcionales distintas, y que no existe fraccionamiento del objeto del contrato.
Por último, no debe olvidarse, que por exigencias de la LCSP (artículo 28), las entidades del sector público deben programar la actividad de contratación pública que desarrollarán en un ejercicio presupuestario o períodos plurianuales, debiendo dar a conocer anticipadamente su plan de contratación. Por ello, deberá prestar especial atención al diseño de dicha planificación, en la que en función de la satisfacción de las necesidades que se prevean satisfacer, y por las previsiones presupuestarias reservadas para ello, se deben seleccionar los procedimientos de adjudicación que procedan para dar cumplimiento a los principios de contratación pública señalados en el artículo 1 de la LCSP, entre los que cobran especial importancia, para el tema objeto de este informe, los de publicidad, transparencia de los procedimientos y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.

Por ello, para los contratos de servicios de formación objeto de este informe, el órgano de contratación deberá hacer la previsión presupuestaria y selección de los procedimientos de adjudicación recogidos en la LCSP que mejor se adecuen al cumplimiento de dichos principios. 
Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes
CONCLUSIONES
PRIMERA. En la memoria del contrato menor se deberá incluir la justificación motivada de la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de los umbrales del contrato menor, así como que constituye unidad funcional independiente.

SEGUNDA. El apartado decimonoveno de la Orden de 28 de octubre de 2020, de la Consejería de Hacienda y Función Pública, por la que se establecen las tarifas retributivas y los criterios adicionales de gestión de las acciones formativas para el personal al servicio de la Administración de la Comunidad de Madrid, debe ser interpretado en el sentido establecido en la 4ª consideración de este informe.
� Artículo 57 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas; artículo 56 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas; artículo 122.3 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público; 138.3 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público; y artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.


� Expediente 14/20 sobre Fraccionamiento de los contratos y otras cuestiones


� Se pueden citar, por ejemplos: el 14/2020, el 72/2018, el 45/2018, el 39/2018, o el 6/2016 de la JCCAE;, así como el informe 72/18 en el que la JCCAE resumiendo su doctrina  sobre el  fraccionamiento dice “ Tal doctrina señala que el fundamento de la prohibición de fraccionar el objeto de los contratos del sector público, incorporada al artículo 99.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se encuentra en evitar que mediante esta conducta se eluda la aplicación de las normas relativas a la publicidad o al procedimiento de adjudicación, normas cuya exigibilidad depende del valor estimado del contrato y que representan un elemento central de la contratación pública y un sistema de protección de la competencia. Ello significa que la finalidad de la Ley no es agrupar artificialmente varias prestaciones de distinta o idéntica naturaleza, sino impedir el fraude de Ley antes señalado. Por todo ello, este precepto no debe interpretarse como una obligación de integrar en un solo contrato dos o más prestaciones similares si entre ellas no existe un vínculo operativo real y es perfectamente posible contratarlas por separado o, incluso, su explotación en forma independiente”; respecto a la Comunidad de Madrid cabe citar los informes de 23 de septiembre de 2010, 14 de junio de 2013, 21 de febrero de 2005, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid
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